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Sostiene la necesaria existencia de las Cámaras por
las funciones consultivas y de fomento que desarrollan.
especialmente en relación a la elaboración de Un plan
de promoción de exportaciones de carácter general.

En definitiva sostiene el representante del Estado. tras
analizar las distintas funciOnes de las Cámaras que a
diferencia cOn las Cámaras Agrarias, hay razones sufi­
cientes para entender que está constitucionalmente jus­
tificada la adscripción forzosa de sus miembros.

8. Mediante escrito que tuvo su entrada en esta
sede ellO de julio de 1991, el recurrente formuló sus
alegaciones reiterando sus argumentos anteriores.

9. En virtud de escrito registrado ellO de julio de
1991, el Procurador de los Tribu'nales y de la Cámara
Oficial de Comercio. Industria y Navegación de Cáceres,
formuló sus alegaciones solicitando la denegación del
amparo. ._

Tras delimitar el ámbito del recurso, en base a los
términOS en que se formuló la demanda, niega que la
libertad a que se refiere el arto 22 sea predicable de
los integrantes de las Cámaras como Corporaciones de
Derecho Público, que además participan de la naturaleza
de las Administraciones Públicas.

Invocó la STC 6-7/1985, para reforzar su tesis de
que las Corporaciones de DerechoPúblico se encuentran
al margen del arto 22 o 28.1 C.E.. y de que las citadas
Corporaciones no pueden pretender el monopolio de la
representación de intereses, así como la reiterada juris­
prudencia del Tribunal Supremo en el sentido de que
la integración preceptiva en las Corporaciones Públicas,
es ajustada a la C.E.• cuando expresamente lo establece
el legislador. .

En el mismo sentido se ha pronunciado el TEDH y
cita los casos «Le Conte y Van Louven y De Meyere...

Partiendo de la doctrina establecida por la STC
132/1989, analiza los límites que la misma establece
en relación a la licit.ud de la adscripción obligatoria para
concluir que éstos concurren en las Cámaras de Comer­
cio, Industria y Navegación. especialmente atendiendo
a los objetivos y fine's generales que viene a desarrollar.
y singularmente al Plan General de Exportación.

10. Los autos se declararon conclusos mediante
providencia de fecha 22 de julio de 1991 en la que
se ordenó remitir al Pleno del Tribunal testimonio del
escrito del Ministerio Fiscal interesando la acumulación
de las actuaciones al recurso de inconstitucionalidad
núm. 526/91.

11. Mediante providencia de 1 de febrero de 1993.
se tuvo por personado y parte en nombre y represen­
tación de la mercantil «PLACONSA.. al !'rocurador don
Santos Gandarillas Carmona .en sustitución del señor
Pérez Serradilla quien cesó en el ejercicio de la profesión.

12. Por providencia de fecha 18 de julio de 1994,
se señaló el día 20 siguiente para la deliberación y
votación.

11. Fundamentos jurldicos

UNICO. La cuestión planteada en el presente recurso
de amparo ha sido resuelta recientemente en la STC
179/1994, en la que se declaró que el régImen de ads­
cripción obligatoria a las Cámaras de Comercio. esta­
blecido por la base 4.·. apartado 4.° de la Ley' de 29
de junio de 1911. resulta contrario a la libertad fun­
damental de asociación reconocido en el art. 22.1 en
relación con los arts. 1.1 Y 10.1 C. E.

En la medida, pues. en que. de acuerdo COn los efectos
de dicha Sentencia. señalados en su fundamento jur~

dico 12. se está ante una situación susceptible de ser
revisada cOn fundamento en aquella resolución. procede
otorgar el amparo solicitado. sin necesidad de más razo­
namientos que los de la citada STC 179/1994, a los
que procede remitirse.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la entidad PLACON­
SA y. en consecuencia:

1.0.-Reconocer a la recurrente el derecho fundamen­
tal a la libertad de asociación reconocido en el art. 22.1
C.E.

2.o .-Anular la Sentencia del Tribunal Supremo. de
fecha 18 de diciembre de 1991, que confirmó la de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Extremadura, de 2 de enero de
1990, dictada en el recurso núm. 751/89. así, como
anular las Resoluciones administrativas de las que trae
causa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a veinte de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.,Miguel Rodríguez-Piñero .y Bra­
vo-Ferrer.-FernandoGarcía-Món y Gonzalez-Regue­
raJ.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Fírmado y rubricado.

19060 Sala Primera. Sentencia 234/1994. de 20 de
julio de 1994. Recurso de amparo
2627/1991 contra Autos del Juzgado de Ins­
trucción número 4 de San Sebastián dictados
en incidente de recusación. Supuesta vulne­
ración del derecho a. un proceso con todas
las garantías: Juez imparcial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente, dOn Fernando García-Mon y González-Regueral;
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente·Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.627/91 promovido
por don José Cornelio Vidal García y don David Payá
Pous. representados por la Procuradora de los Tribunales
doña Paloma Prieto González y bajo la asistencia letrada

.de dOn Angel López Monsalvo. contra los Autos del Juz­
gado de Instrucción núm. 4 de San Sebastián, de 22
y 28 de noviembre de 1991. dictados en incidente de
recusación. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. siendo
Ponente el Magistrado don Vicente Gimeno Sendra.
quien expresa el parecer de la Sala.
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1. Antecedentes

1. Mediante escrito envIado por correo el 18 de
diciembre de 1991 y registrado en este Tribunal el 26
de diciembre de 1991. don José Camelia Vidal García
y don David Payá Pous manifestaron su intención de
interponer recurso de amparo contra los Autos del Juz­
gado de Instrucción núm. 4 de San Sebastián. de fechas ­
22 Y 28 de noviembre de 1991. dictados en incidente
de recusación del Magistrado Juez don Fernando Andreu
Merelles. y solicitaron que. a tal efecto. les fueran desig­
nados Abogado y Procurador del turno de oficio. Por
providencia de fecha 13 de enero de 1992. la Sección
Segunda acordó tener por interpuesto el presente recur­
so de amparo y librar los despachos necesarios para
proceder a las designaciones solicitadas. las cuales reca­
yeron. respectivamente. en los Letrados don Angel López
Mansalva y don Ramiro Tribó Boixareu y en la Procu­
radora de los Tribunales doña Paloma Prieto González.
Por otra providencia de fecha 23 de enero de 1992.
la Sección acordó tener por hechas las mencionadas
designaciones y conceder al Letrado citado en primer
lugar un plazo de veinte días para formular la corres­
pondiente demanda de amparo. sin perjuicio de su dere­
cho a excusarse de la defensa en el plazo de diez días.
Transcurridos dichos plazos sin que se hubiese recibido
escrito alguno de la Procuradora designada de oficio.
esa misma Sección acordó. por providencia de 16 de
marzo de 1992. conceder un nuevo plazo de diez dias
para formular la demanda. Mediante escrito registrado
en este Tribunal el 18 de marzo de 1992. la Procuradora
de los Tribunales doña Paloma Prieto González comunicó
que el Letrado don Angel Mansalva se excusaba de la
defensa de los recurrentes. Excusa que se le inadmitió
por haber sido instada fuera de plazo. concediéndose
al citado Letrado. por providencia de 30 de marzo de
1992. un nuevo plazo de diez días para formular la
demanda. Lo que así hizo mediante escrito registrado
en este Tribunal ellO de abril de 1992.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

a) En el mes de julio de 1991 se produjo la deten­
ción en San Sebastián de los hoy demandantes de ampa­
ro. quienes fueron puestos a disposición judicial y pos­
teriormente recluidos en la prisión da Martutene por
orden del Juzgado de Instrucción núm. 1 de San Sebas··
tián, iniciándose contra los mismos diligencias previas
por presunto delito contra la salud pública (transporte
de droga).

b) Con fecha de 20 de agosto de 1991. la Unidad
Administrativa del Ministerio de Sanidad y Consumo de
Guipúzcoa remitió al Juzgado un informe en el que hacía
constar que los comprimidos intervenidos a los recurren­
tes no contenían sustancias estupefacientes o psicotró­
picas. En virtud de ello. la representacion de los mismos
solicitó al órgano judicial competente que se les pusiera
en libertlld. a lo que el Juez no sólo se negó sino que
decidió elevar a sumario las diligencias previas incoadas.
Ante semejante actitud. la citada representación inter­
puso recurso de recusación contra don Fernando Andreu
Merelles. Magistrado-Juez titular del Juzgado de Instruc­
ción núm. 1 de San Sebastián. alegando «enemistad
manifiesta...

el Con fecha de 22 de noviembre de 1991. y tras
haber intentado sin éxito la práctica de la prueba de
confesión propuesta por la defensa por haberse negado
el Magistrado recusado a contestar a todas y cada una
de las preguntas formuladas. el Juzgado de Instrucción
núm. 4 de San Sebastián dictó un Auto en el que recha­
zaba la recusación solicitada por estimar que no con­
curría la causa legal ini/ocada. e imponía al Letrado

actuante una multa de 50.000 pesetas por haber pro­
cedido con temeridad manifiesta.

d) Presentado el 28 de noviembre de 1991 por el
Letrado en cuestión recurso de audiencia en justicia con­
tra la anterior resolución. el citado Juzgado dictó con
esa misma fecha un Auto «de aclaración.. en el que
se decía que. habiéndose cometido un error manifiesto
en el Auto de 21 de noviembre de 1991. procedía aclarar
la parte dispositiva del mismo «en el sentido de que
la multa de 50.000 pesetas debe ser impuesta a los
recusantes Sres. José Camelia Vidal García y David Payá
Pous. y no a su Letrado señor Garcia Paredes... Dicha
resolución fue notificada a los recurrentes con fecha de
3 de diciembre de 1991.

3. la representación de los recurrentes estima que
las resoluciones recurridas han vulnerado sus derechos
a la tutela judicial efectiva. a la utilización de los medios
de prueba pertinentes y a un Juez imparcial. respec­
tivamente reconocidos en los arts. 24.1 y 2 de la C.E.

De la muy escueta fundamentación jurídica contenida
en la presente demanda de amparo. parece deducirse
que la pretendida vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva estaría basada en la imposibilidad en
que se encontraron los recurrentes de utilizar los medios
de prueba pertinentes para acreditar los hechos alegados
en el incidente de recusación incoado contra el Magis­
trado-Juez titular del Juzgado de Instrucción núm. 1 de
San Sebastián. Sin embargo. en el escrito presentado
por los propios demandantes de amparo anunciando su
intención de interponer el presente recurso se aducia
vagamente una nueva base para la mencionada alega­
ción al reprocharse al autodenominado {(Auto de acla­
ración» de fecha 28 de noviembre de 1991 su carencia
de motivación y la omisión en él de toda indicación de
los recursos que contra el mismo podrían interponerse.

En consecuencia. se pide a este Tribunal que anule
los Autos impugnados y que reconozca a los recurrentes
el derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes.

4. Por providencia de 28 de mayo de 1992. la Sec­
ción acordó tener por recibido el precedente escrito y.
a tenor de lo dispuesto en el arto 85.2 en relación con
los arts. 50.5 y 49.1. todos ellos de la LOTC. conceder
a la representación de los recurrentes un plazo de diez
días para que precisasen en la demanda los alegatos
formulados contra el Auto del Juzgado de Instrucción
núm. 4 de San Sebastián de 28 de noviembre de 1991.
Por otra providencia de 22 de junio de 1992. la Sección
acordó conceder un nuevo y último plazo de diez días
para cumplir dicho requerimiento. con la advertencia de
que. de no hacerlo. se pondría tal extremo en cono­
cimiento de los respectivos Colegios profesionales para
que adoptasen las medidas oportunas. Finalmente.
mediante escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 25 de junio de 1992 y registrado en este Tribunal
al día siguiente. la representación de los recurrentes insis­
tía en atribuir al Auto de referencia una vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva por no haber pero
mitido a los solicitantes de amparo utilizar todos los
medios de prueba pertinentes en el incidente de recu­
sación por ellos promovido.

5. Por providencia de 15 de septiembre de 1991.
la Sección acordó admitir a trámite el presente recurso
de amparo Y. a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de
la LOTC. requerir al Juzglldo de Instrucción núm. 4 de
San Sebastián y al Juzgado de Instrucción núm. 1 de
esa misma ciudad para que. en el plazo de diez días.
remitieran testimonio del incidente de recusación pro­
movido en el sumario 3/91 y de las actuaciones prac­
ticadas en dicho sumario. interesando al propio tiempo
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el emplazamiento de cuantos. con excepción de los soli­
citantes de amparo. fueron parte en el proceso judicial
antecedente para que. en el plazo asimismo de diez dlas.
pudieran comparecer en el presente proceso constitu­
cional. Por otra providencia de 16 de noviembre de
1992. la Sección tuvo por recibidas las actuaciones soli­
citadas y. de conformidad con lo dispuesto en el art.52
de la LOTC. acordó dar vista de las mismas al Ministerio
Fiscal y a los demandantes para que. en el plazo de
veinte días. formulasen cuantas alegaciones estimaran
convenientes.

6. El trámite fue evacuado exclusivamente por el
Ministerio Fiscal. cuyo escrito de fecha 2 de diciembre
de 1992 concluía interesando la denegación del amparo.
na sin antes señalar que la falta de precisión en la deman­
da de los derechos fundamentales invocados. pese al
requerimiento realizado por este Tribunal en su provi­
dencia de 28 de mayo de 1992 para que se subsanara
tal defecto. obliga a una labor de saneamiento y con­
creción de los mismos que conduce a concluir que son
dos. muy relacionados entre sí. los derechos constitu­
cionales cuyo desconocimiento se denuncia: el derecho
a un juzgador imparcial y el derecho a la utilización de
los medios de prueba pertinentes en conexión con el
derecho a la tutela judicial efectiva. Pues bien. a juicio
del Ministerio Fiscal ninguno de estos derechos puede
entenderse infringido por las resoluciones recurridas. Así.
por lo que se refiere al derecho a un Juez imparcial.
no debe olvidarse que la apreciación o no por los órganos
judiciales competentes de la concurrencia de una causa
de recusación constituye una cuestión de legalidad ordi­
naria no revisable en vía de amparo constitucional. No
cabría apreciar. por otra parte. en el desarrollo del inci­
dente de recusación lesión alguna del derecho a la uti­
lización de los medios de prueba pertinentes. cuestión
ésta esencial en el recurso de amparo y a la' que rei­
teradamente se anuda la supuesta lesión del derecho
a la tutela judicial efectiva, toda vez que el Instructor
del mismo admitió. por providencia de 12 de noviembre
de 1991, la prueba de confesión del recusado que había
sido propuesta por la representación de aquéllos, prac­
ticándose la misma en el día señalado para ello. De mane­
ra que no puede atribuirse al órgano judicial lesión alguna
del derecho a la utilización de los medios de prueba
pertinentes por el hecho de que. en el curso de la práctica
de dicha prueba de confesión, el Magistrado recusado
ejerciera su derecho a no contestar y a guardar silencio
respecto de las preguntas que incidían sobre actuaciones
sumariales de naturaleza secreta. Finalmente, tampoco
aprecia el Ministerio Fiscal. en el Auto de 28 de noviem­
bre de 1991, infracción alguna del derecho a la tutela
judicial efectiva por haber modificado el precedente Auto
de 22 de noviembre de 1991 exclusivamente en el sen­
tido de precisar que la multa impuesta al Letrado señor­
García de Paredes debía entenderse referida a los
recurrentes. En primer lugar, porque no se contiene en
la demanda de amparo consideración específica alguna
en relación con dicha resolución, por lo que ha de enten­
derse que su impugnación se basó en los mismos moti­
vos ya rechazados en relación con el Auto de 22 de
noviembre de 1991 que vino a confirmar; y. en segundo
lugar. porque en cualquier caso la multa impuesta a los
recurrentes trajo su fundamento legal de lo establecido
en el arto 227.1.3. 0 de la L.O.P.J .• por lo que dicha impo­
sición, motivada por la existencia de «mala fe.. primero
atribuida al Letrado de los recurrentes y más tarde a
éstos. constituye una cuestión de mera legalidad ordi­
naria ajena a esta vía de amparo. Sin que. a juicio del
Ministerio Fiscal, en el cambio de destinatarios de la
multa operado por el Auto de 28 de noviembre de 1991
quepa ver otra cosa que una rectificación de Un error

material. realizada al amparo del arto 267.3.2.0 de la
L.O.P.J. que expresamente se citaba en dicha resolución.

7. Por providencia de 7 de julio de 1994, se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia,
el siguiente día 11 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Se impugnan en el presente recurso de amparo
dos Autos del Juzgado de Instrucción núm. 4 de San
Sebastián, respectivamente de fecha 22 y 28 de noviem­
bre de 1991, dictados uno y otro en el incidente de
recusación instado por los recurrentes contra el Magis­
trado Juez titular del Juzgado de Instrucción núm. 1
de esa misma ciudad. órgano judicial éste último al que
había correspondido el conocimiento del sumario 3/91
seguido contra aquéllos por supuesto delito contra la
salud pública. Frente a dichos Autos se imputa violación
del derecho al Juez legal imparcial y el derecho a la
prueba y se solicita la nulidad del incidente de recu­
sación.

La corrección o incorrección desde el punto de vista
constitucional de la multa impuesta a los solicitantes
de amparo en el Auto de 28 de noviembre de 1991.
a la que se alude en el escrito originario de las partes
en que solicitaban el nombramiento de Abogado y Pro­
curador. aunque no se incluía en su fundamentación jurí­
dica, no se ha cuestionado en la demanda.

Por ello, el objeto único del presente recurso de ampa­
ro es si el Auto de 22 de noviembre de 1991 y. solo
en cuanto lo confir\Tla. el de 28 de noviembre de 1991,
han violado los derechos al Juez legal imparcial y a la
prueba.

2. Una vez precisado el objeto del presente recurso
de amparo. ha de comenzarse por señalar que, conforme
hemos declarado en constante jurisprudencia, queda por
completo al margen de nuestro conocimiento el .enjui­
'Ciamiento sobre la real concurrencia o na de las causas
de recusación alegadas. así como la interpretación de
las normas en las que vienen contenidas. pues tan solo
na es dado examinar si se ha infringido o no el derecho
fundamental al Juez legal imparcial y si se han cumplido
las garantías constitucionales que' son exigibles en la
tramitación del correspondiente incidente (STC
47/1982).

A la luz de las alegaciones de los recurrentes es evi­
dente que ni se ha vulnerado garantía procedimental
alguna (que. por lo demás. no ha sido siquiera denun­
ciada). ni mucho menos se ha infringido el derecho al
Juez legal imparcial. .

En efecto, según consta en las actuaciones los
recurrentes pretendieron la recusación del Juez de Ins­
trucción por la sola razón de una imaginaria «enemistad..
surgida de la circunstancia de no haber atendido a su
petición de puesta en libertad. sin que hubieran ejer­
citado siquiera los recursos pertinentes contra el auto
de prisión provisional.

Delimitado así el fundamento fáctico de la petición
de recusación es claro que debió ser rechazada de plano
(de conformidad can lo dispuesto en el arto 11.2 L.O.P.J.),
y ello como consecuencia de la manifiesta infracción
por los recurrentes de su deber de probidad y de su
obligación de actuar en el proceso sin formular inciden­
tes dilatorios; obligaciones procesales todas ellas que
dimanan de la genérica obligación de colaboración en
la recta Administración de Justicia, proclamada por el
art. 118 C.E., tal como tiene proclamado este Tribunal
(STC 206/1991).

Si lo que debió haber hecho el órgano jurisdiccional
de instancia es haber repelido de plano la petición de
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recusación por abusiva. temeraria y contraria al derecho
a un proceso sin dilaciones indebidas (ar1. 24.2). mal
puede pretenderse ahora el restablecimiento del supues­
to derecho a la tutela y a la prueba por la circunstancia
de que el Magistrado recusado se negara a «absolver
posiciones» (sic) en el incidente de recusación indebi·
damente planteado.

Antes al contrario. lo que debió de haber hecho el
recurrente. sin perjuicio de utilizar los recursos pertinen­
tes contra el auto de prisión. es haberse abstenido de
formular tan dilatorio y temerario incidente. Al no hacerlo
así. no solo infringieron aquellas obligaciones procesales.
sino que arrojaron también injustificadas dudas sobre
la imparcialidad del Juez de Instrucción con el solo objeto
de entorpecer el legítimo ejercicio de la función instruc­
tora. En suma. la conducta de los recurrentes no puede
merecer el amparo. sino el mayor reproche constitu­
cional.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
BE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don José Cornelio
Vidal García y don David Payá Pous.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinte de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra·
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

19061 Sala Primera. Sentencia 23511994. de 20 de
julio de 1994. Recurso de amparo
2.04111982 contra sentencia de la Sala Quin­
ta del Tribunal Supremo confirmando la san­
ción de separación del servicio impuesta al
recurrente por Resolución de la Dirección
General de la Guardia Civil. Falta de agota­
miento de la vía judicial previa y de invocación
formal del derecho presuntamente vulnerado
(principio de legalidad penal).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero.y Bravo Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Món y González Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. con Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.041/92. interpuesto
por el Procurador de los Tribunales don Javier Ruiz Mar­
tínez Salas. en nombre y representación de don Cons­
tantino Rodríguez Jardón. contra la Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo. de 9 de julio de 1992.
por la que se confirmaba la sanción de separación del
servicio impuesta al recurrente por Resolución de la

Dirección General de la Guardia Civil, de 20 de abril
de 1985. Han intervenido el Abogado del Estado y el
Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Fer­
nando García-Món y González Regueral, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
30 de julio de 1992. el Procurador de los Tribunales
don Javier Ruiz Martínez Salas. en nombre y represen­
tación de don Constantino Rodríguez Jardón. interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala Quinta
del Tribunal Supremo. de 9 de julio de 1992. por la
que se confirmaba la sancíón de separación del servicio
impuesta al recurrente por Resolución de la Dirección
General de la Guardia Civil de 20 de abril de 1985.

2. El recurso se basa en los siguientes hechos:

a) Con fecha de 31 de octubre de 1984. el Juzgado
Togado Militar Permanente de Instrucción núm. 2 de
San Sebastián dictó una Sentencia en la que condenaba
al hoy demandante de amparo. como autor de un delito
de tenencia ilícita de armas. a la pena de un mes y
un día de arresto mayor. con las accesorias correspon­
dientes. y como autor de una falta de hurto del arto 587
del Código Penal. a la pena de 21 días de arresto menor.
Dicha Sentencia adquirió firmeza al ser aprobada por
el Capitán General de la Sexta Región Militar el 30 de
noviembre de 1984.

b) A consecuencia de dicha condena. se instruyó
contra el recurrente un expediente gubernativo que con·
c1uyó con Resolución de la Dirección General de la Guar­
dia Civil, de 20 de abril de 1985. en la que se acordaba
separarle del servicio por considerarle incurso en el
supuesto contemplado en el arto 1.101.3 del Código de
Justicia Militar. publicándose su baja en el Cuerpo en .
el «Boletín Oficial del Ministerio de Defensa» de 20 de
mayo de 1985. Contra dicha resolución. interpuso el
recurrente sucesivamente en vía administrativa un recur­
so extraordinario de revisión y otro de reposición. deses­
timado el primero por resolución del Ministro de Defensa
de 1 de junio de 1988 y el segundo por resolución de
ese mismo órgano de 5 de septiembre de 1988.

c) Presentado contra esta última Resolución recurso
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional, dicho órgano jurisdiccional declaró.
por Auto de 12 de marzo de 1992. que la competencia
para conocer del asunto correspondía a la Sala de lo
Militar del Tribunal Supremo. Remitidas las actuaciones
a la Sala Quinta del Tribunal Supremo. la Resolución
recurrida fue confirmada en todos sus extremos por Sen­
tencia de 9 de julio de .1992. notificada al recurrente
al día siguiente.

3. La representación del recurrente estima que la
Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo ha
infringido su derecho a la legalidad en materia sancio­
nadora. consagrado en el art. 25.1 de la C.E.. al haberse
vulnerado en ella el principio non bis in idemy no haberse
aplicado el principio de retroactividad de la disposición
sancionadora más favorable.

En relación con la primera ele dichas pretendidas vul­
neraciones. se argumenta en 1" demanda que la sanción
de separación del servicio que le fue impuesta al
recurrente. por Resolución de la Dirección General de
la Guardia Civil de 20 de auril de 1985. obedeCIÓ a
la incoación de un expediente administrativo por exac­
tamente los mismos hechos que habían sido objeto de
enjuiciamiento penal y que motivaron su condena en
esta última vía.


